
122. PROCESO COLECTIVO - ACCESO A JUSTICIA - DERECHOS DE INCIDENCIA COLECTIVA - 

LEGITIMACIÓN PROCESAL - USUARIOS Y CONSUMIDORES Consumidores Libres Cooperativa Ltda. 

Prov. Serv. Acc. Com. c/ AMX Argentina (Claro) s/ proceso de conocimiento Fecha: 9 de diciembre de 

2015 Fallos: 338:1492 CSJ 1193/2012 (48-C)/CS1  

Hechos: La Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal 

hizo lugar a la excepción de falta de legitimación activa opuesta por la demandada en el marco de una 

causa en la que la asociación “Consumidores Libres” interpuso una acción colectiva en los términos 

de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor con el objeto de que se ordene a AMX Argentina (Claro) 

que cese el cálculo erróneo del Impuesto al Valor Agregado sobre el servicio de telefonía que presta a 

todos sus clientes Responsables Inscriptos y que restituya lo cobrado en demasía. También solicitó 

que se impusiera a la demandada la multa civil prevista en la referida ley de defensa del consumidor. 

Contra lo resuelto, la actora dedujo recurso extraordinario. La Corte Suprema confirmó lo resuelto.  

Doctrina: La Corte Suprema entendió que de conformidad con las disposiciones del art. 43 de la 

Constitución Nacional, las asociaciones de usuarios y consumidores se encuentran legitimadas para 

iniciar acciones colectivas relativas a derechos de incidencia colectiva referentes a intereses 

individuales homogéneos, incluso de naturaleza patrimonial, siempre que demuestren: la existencia 

de un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos, que la pretensión 

esté concentrada en los “efectos comunes” para toda la clase involucrada y que de no reconocerse la 

legitimación procesal, podría comprometerse seriamente al acceso a la justicia de los integrantes del 

colectivo cuya representación se pretende asumir. Señaló que en materia de legitimación procesal 

corresponde delimitar tres categorías de derechos: individuales, de incidencia colectiva que tienen 

por objeto bienes colectivos y de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos 

y, en todos esos supuestos, la comprobación de la existencia de un “caso” es imprescindible ya que 

no se admite una acción que persiga el control de la mera legalidad de una disposición, y dicho “caso” 

tiene una configuración típica diferente en cada uno de los supuestos, lo que resulta esencial para 

decidir sobre la procedencia formal de las pretensiones. Consideró que para la admisión formal de 

toda acción colectiva se requiere la verificación de ciertos recaudos elementales que hacen a su 

viabilidad tales como la precisa identificación del grupo o colectivo afectado, pues resulta razonable 

exigir a quienes pretenden iniciar procesos colectivos una definición cierta, objetiva y fácilmente 

comprobable de la clase, lo cual exige caracterizar suficientemente a sus integrantes de forma tal que 

resulte posible a los tribunales corroborar, en la etapa inicial del proceso, tanto la existencia de un 

colectivo relevante como determinar quiénes son sus miembros. Concluyó que si la propia actora 

encuadró su acción en los términos del art. 52 de la Ley de Defensa del Consumidor, debió cumplir de 

un modo razonable con la carga de precisar el grupo relevante de usuarios que, no obstante haber 

contratado como responsables inscriptos el servicio de telefonía de la demandada, le otorgaron a 

este un destino compatible con el ámbito subjetivo previsto en el art. 1° de la ley 24.240.  

Votación: Ricardo Luis Lorenzetti - Elena I. Highton de Nolasco - Carlos S. Fayt - Juan Carlos Maqueda 

 


